
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DESISTIMIENTO TÁCITO / REGLAS QUE LO RIGEN / DEBEN CONSIDERARSE ADEMÁS LAS PARTICULARIDADES DEL CASO / NO APLICA EN CASO DE HABERSE PRODUCIDO ACTUACIONES DESPUÉS DE CUMPLIDO EL TÉRMINO, SI PREVIAMENTE NO SE HABÍA DECRETADO LA TERMINACIÓN DEL PROCESO.
El artículo 317 del Código General del Proceso, dice en lo pertinente:

“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: (…)
El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: (…)
b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años;

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo…”. (…)
El juzgado consideró que en este caso se daban las condiciones previstas por la norma transcrita, concretamente la hipótesis contemplada en el numeral 2º que autoriza la terminación del proceso por desistimiento tácito cuando permanece inactivo en la secretaría del despacho durante dos años, por tratarse de un ejecutivo en el que se dictó auto ordenando seguir adelante la ejecución y en razón a que no se había ejecutado ninguna actividad procesal desde el 22 de febrero de 2017, cuando se dictó providencia que se notificó por estado el 23. Por tanto, aquel plazo se cumplió el 23 de febrero de 2019. (…)
Surge de lo expuesto que en realidad, de acuerdo con las nuevas cuentas que hizo el juzgado, el plazo de dos años sin realizar actuación alguna se cumplió el 23 de febrero de 2019. Sin embargo, declaró terminado el proceso, por desistimiento tácito el  22 de mayo siguiente, sin tener en cuenta las peticiones atrás referidas, elevadas los días 22 y el 27 de febrero de este año y que resolvió en proveído del 1º de marzo siguiente.

Aunque no resulta posible predicar, por lo menos de la segunda de esas peticiones, que interrumpió el término de dos años a que se hace alusión, pues ya había vencido, sí puede decirse que como para ese entonces no se había decretado la terminación del proceso con fundamento en la figura que se analiza, el término a que se alude ha debido empezar a contarse nuevamente.
La Corte Suprema de Justicia ha recalcado que cuando se trate de aplicar la figura del desistimiento tácito, se deben tener en cuenta las particularidades del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la imposición de la sanción; también ponderar los principios de eficiencia y economía, por una parte, y el acceso a la administración de justicia, por el otro; en aras de evitar que la citada figura se aplique con exceso ritual manifiesto.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto nueve (9) de dos mil diecinueve (2019)  

Expediente 66001-31-03-003-2010-00349-01

Decide esta Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del Banco de Occidente S.A., frente al auto proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de mayo del año en curso, en el proceso ejecutivo singular que aquel formuló contra la sociedad Distribuidora y Comercializadora de Suministros Alimenticios S.A. – Diconsa y los señores Néstor Iván Gallo Gómez y Sandra Milena Jaramillo Torres. 
A N T E C E D E N T E S 

1.  El 2 de marzo de 2012, se profirió auto en el que se ordenó seguir adelante la ejecución; se decretó el avalúo y remate de los bienes embargados y secuestrados y de los que en el futuro lo llegaren a ser; se dispuso liquidar el crédito y se condenó en costas a la parte demandada
. 

2. En proveído del 5 de diciembre de 2018 se declaró desistida tácitamente la demanda porque se daban las condiciones del  artículo 317 del Código General del Proceso; se cancelaron las medidas cautelares decretadas y se ordenó el archivo del expediente
. 
3. El Gestor de Servicio UCC del banco demandante, en escrito presentado el 22 de febrero de este año
, pidió al juzgado una información relacionada con la medida cautelar decretada. El abogado que representa a esa entidad financiera, solicitó, en escrito allegado el 27 de ese mismo mes
, se oficiara a la Secretaría de Hacienda del Municipio de Pereira para que informara sobre el estado actual del proceso de jurisdicción coactiva seguido en contra de los ejecutados. 
4. Ambas solicitudes fueron negadas en proveído del 1º de marzo siguiente, porque el proceso se encontraba terminado por desistimiento tácito
. 
5. Mediante el auto impugnado, del 22 de mayo del año en curso, se dejó sin efectos el del 5 de diciembre de 2018, que como ya se indicara, había dado por terminado el proceso por desistimiento tácito.
Para adoptar esa decisión, consideró la funcionaria de primera sede que cuando se dictó esa providencia, aún no había corrido el  término de que trata el inciso 2º del artículo 317 del Código General del Proceso, pues en el cuaderno de medidas previas se encontró como última actuación una del 22 de febrero de 2017, notificada el día siguiente, lo que significa que el término de dos años vencía el 23 de febrero de 2019.

Dijo además que el escrito visible a folio 64 (sic), presentado el 22 de febrero de este año, daría al traste con la nueva declaración de dar por terminado el proceso por desistimiento tácito, pero concluyó que no, porque se suscribió por una entidad que no tiene “calidad alguna dentro del proceso”
. 
6. Inconforme con esa decisión, el apoderado de la parte ejecutante interpuso recurso de reposición y en subsidio, apeló. Adujo, en breve síntesis, que el proceso no estuvo paralizado durante dos años, pues como se presentó el escrito a que se refiere el auto recurrido,  el mismo día en que vencían los dos años para decretar el desistimiento tácito, el proceso no podía estar inactivo en razón a que había que darle trámite al respectivo memorial; que además, con posterioridad, en diciembre de 2018, se expidieron los oficios para comunicar el levantamiento de las medidas y por ende, no se daban los presupuestos del artículo 317 del Código General del Proceso para decretar el desistimiento tácito
.  

7. Por auto del 3 de julio pasado, decidió la a quo no reponer el auto recurrido. Insistió en los mismos argumentos expuestos en esa providencia y agregó que el escrito que presentó el  abogado de la parte actora, el 27 de febrero de 2019, no interrumpe el término de los dos años, porque el último pronunciamiento en el proceso fue notificado por estado el 23 de febrero de 2017. También, que los oficios librados en diciembre de 2018, fueron producto de la decisión adoptada el 5 de ese mes y que “en caso de darle validez a esos oficios, no tendría razón de ser la providencia dictada con anterioridad”. En el mismo proveído concedió la alzada
.     
CONSIDERACIONES

1. Corresponde a esta Sala decidir si tuvo razón la señora juez de primera sede al decretar el desistimiento tácito, o si como lo propone la parte actora, no estaban dadas las condiciones para proceder en tal forma.

2. El artículo 317 del Código General del Proceso, dice en lo pertinente:

“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: …

2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo de las partes.
El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas:
a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no se contará el tiempo que el proceso hubiese estado suspendido por acuerdo de las partes;
b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años;
c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo;
d) Decretado el desistimiento tácito quedará terminado el proceso o la actuación correspondiente y se ordenará el levantamiento de las medidas cautelares practicadas…”
La figura que consagra esa disposición tiene como finalidad que las partes cumplan las cargas procesales que les incumben para evitar la paralización del proceso y prevé una sanción para aquellas que omiten atender ese deber cuando su concurso es necesario para impulsarlo.

3. El juzgado consideró que en este caso se daban las condiciones previstas por la norma transcrita, concretamente la hipótesis contemplada en el numeral 2º que autoriza la terminación del proceso por desistimiento tácito cuando permanece inactivo en la secretaría del despacho durante dos años, por tratarse de un ejecutivo en el que se dictó auto ordenando seguir adelante la ejecución y en razón a que no se había ejecutado ninguna actividad procesal desde el 22 de febrero de 2017, cuando se dictó providencia que se notificó por estado el 23. Por tanto, aquel plazo se cumplió el 23 de febrero de 2019.

4. El apoderado judicial de la parte ejecutante estima que ese término no había corrido porque el 22 de febrero de 2019 se recibió escrito, respecto del cual no se había pronunciado el juzgado, y en eso tiene razón, pues aunque ese memorial no proviniera de las partes y por ende, tampoco interrumpiera el término que corría, sí justificaba pronunciamiento por parte del despacho judicial como efectivamente lo hizo en auto del 1º de marzo siguiente, en el que resolvió negarla porque el proceso estaba terminado.
Esa decisión cobijó también la petición elevada por el apoderado de la parte demandante el 27 de febrero del año que corre, en el sentido de oficiar a la Secretaría de Hacienda del Municipio de Pereira para que informara el estado actual del proceso de jurisdicción coactiva seguido en contra de los ejecutados.
Surge de lo expuesto que en realidad, de acuerdo con las nuevas cuentas que hizo el juzgado, el plazo de dos años sin realizar actuación alguna se cumplió el 23 de febrero de 2019. Sin embargo, declaró terminado el proceso, por desistimiento tácito el  22 de mayo siguiente, sin tener en cuenta las peticiones atrás referidas, elevadas los días 22 y el 27 de febrero de este año y que resolvió en proveído del 1º de marzo siguiente.

Aunque no resulta posible predicar, por lo menos de la segunda de esas peticiones, que interrumpió el término de dos años a que se hace alusión, pues ya había vencido, sí puede decirse que como para ese entonces no se había decretado la terminación del proceso con fundamento en la figura que se analiza, el término a que se alude ha debido empezar a contarse nuevamente.
Las confusiones en que incurrió el juzgado al dar por terminado el proceso por desistimiento tácito, para luego dejarlo sin efecto y adoptar aquella misma decisión, permitieron que en ese interregno se produjeran actuaciones de un tercero, de la parte demandante y del mismo juzgado, que fueron resultas dos meses y unos días antes de proferirse el auto impugnado.

En esas condiciones, no entiende la Sala porque razón insiste en que la última actuación es el auto proferido el 22 de febrero de 2017, cuando antes de dictarse el que fue motivo de impugnación, ya se había dictado otro, el 10 de marzo de este año, el que ha debido tenerse en cuenta para definir la cuestión, así se haya resuelto con fundamento en el auto del 5 de diciembre de 2018 que se dejó sin efectos, de acuerdo con el artículo 317 del CGP transcrito parcialmente y que vale la pena reiterar: “cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo”; es decir, que no es menester analizar la clase de decisión que se adoptó.

La Corte Suprema de Justicia ha recalcado que cuando se trate de aplicar la figura del desistimiento tácito, se deben tener en cuenta las particularidades del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la imposición de la sanción; también ponderar los principios de eficiencia y economía, por una parte, y el acceso a la administración de justicia, por el otro; en aras de evitar que la citada figura se aplique con exceso ritual manifiesto.

Así lo expresó recientemente esa Corporación, en sede de tutela: 

“Sin embargo, el análisis de procedencia de esta forma de terminación del proceso o de una actuación, no puede ser irreflexiva de las circunstancias especiales previstas en el referido artículo, sino que debe obedecer a una evaluación particularizada de cada situación, es decir, del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la imposición de la premisa legal. 

Lo anterior, porque la actividad judicial debe estar presidida por la virtud de la prudencia, que exige al juez obrar con cautela, moderación y sensatez a la hora de aplicar la ley…
”
5. En conclusión, se revocará el auto impugnado porque para cuando se dictó no habían corrido dos años de inactividad procesal, pues como se ha explicado, el 10 de marzo de este año se profirió uno por medio del cual se resolvieron peticiones presentadas en febrero del mismo año.
No se impondrá condena en costas porque no aparecen causadas.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E   :

1º REVOCAR  el auto proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de mayo del año en curso, en el proceso ejecutivo singular que promovió el Banco de Occidente S.A., contra la Sociedad Diconsa Distribuidora y Comercializadora de Suministros Alimenticios S.A., y los señores Néstor Iván Gallo Gómez y Sandra Milena Jaramillo Torres. En su lugar, se ordena continuar el trámite del proceso.
2º Sin costas.

3º En firme este proveído, devuélvase el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCÍLA RÍOS
� Folio119 a 121, cuaderno principal


� Folio 163, cuaderno principal


� Folio 164, cuaderno principal


�  Folio 165, cuaderno principal


� Folio 166 cuaderno principal


� Folios 177 a 178, cuaderno principal. 


� Folios 180 a 181, cuaderno principal


� Folios 184 a 185, cuaderno principal.


� Corte Suprema de Justicia., sentencia STC 10415-2015 del 6 de agosto de 2015, radicación 2015-01133. MP: Dr. Ariel Salazar Ramírez. 
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